Nos presentamos como amigos del Tribunal

Señor Juez:

El Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS) representado por Paula Litvachky, Directora del Area Justicia y Seguridad y La Asociación Civil Pensamiento Penal (APP), representada en este acto por Mario Alberto Juliano en su calidad de Presidente; con el patrocinio letrado de María Eva Asprella, Tomo 84 Folio 535 CASI, constituyendo domicilio procesal en Piedras 547, Piso 1º, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en el Expediente Legajo Nº 106.520, caratulado “Sobrero, Claudia Alejandra” que tramita ante el Juzgado Nacional de Ejecución Penal Nº 4, a su cargo, nos presentamos y decimos:

I. Personería
Mario Alberto Juliano es el presidente de la Asociación Civil Pensamiento Penal (APP). La APP es una asociación civil cuyo Estatuto se encuentra inscripto bajo el numero 2.216 (dos mil doscientos dieciséis) de la Inspección General de Personas Jurídicas de la ciudad de Viedma, provincia de Rio Negro. 
Por su parte, tal como surge de la copia del poder general administrativo y judicial que se acompaña, que se declara fiel a su original y vigente en todos sus términos Paula Litvachky es apoderada del Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS). El CELS es una asociación civil que se encuentra autorizada para funcionar con carácter de persona jurídica en los términos del art. 33, 2da. Parte inc. 1º del Código Civil conforme a la Resolución de la I.G.J. nº 330 de fecha 14 de abril de 1999 (se acompaña copia certificada del Estatuto del CELS).


II. 
Objeto

El objeto de esta presentación es manifestar nuestra adhesión al dictamen jurídico presentado por la Procuración Penitenciaria de la Nación (PPN). En este sentido solicitamos se tenga tanto a la Asociación Civil Pensamiento Penal como al Centro de Estudios Legales y Sociales por presentados en carácter de “Amigos del Tribunal” o “Amicus Curiae”, se incorpore la presente adhesión a la causa y se tenga en cuenta al momento de resolver.

III. 
La institución del amicus curiae
El memorial de derecho que presentamos se inscribe en la tradición jurídica que tanto en el derecho comparado como nacional se conoce con el nombre de amicus curiae. El objeto de presentaciones de este tipo consiste en que terceros ajenos a una disputa judicial —pero con un justificado interés en la resolución final del litigio—, puedan expresar sus opiniones en torno a la materia, a través de aportes de trascendencia para la sustentación del proceso judicial.

En nuestro país la presentación de dictámenes en carácter de amicus curiae no sólo ha sido receptada por numerosos antecedentes jurisprudenciales, sino que ha tenido consagración nacional a través del Reglamento de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, Acordada 28/04, dictada el 14 de julio del 2004. 

En dicha regulación, la Corte reivindica el instituto como un importante instrumento de participación democrática en el Poder Judicial, manifestando que la figura del amigo del tribunal es “un provechoso instrumento destinado, entre otros objetivos, a permitir la participación ciudadana en la administración de justicia”
. 

En virtud de ello, ha expresado que:

“...el Tribunal vio apropiado que, en las causas en trámite ante sus estrados y en las que se ventilen asuntos de trascendencia institucional o que resulten de interés público, se autorice a tomar intervención como Amigos del Tribunal a terceros ajenos a las partes, que cuenten con una reconocida competencia sobre la cuestión debatida y que demuestren un interés inequívoco en la resolución final del caso, a fin de que ofrezcan argumentos de trascendencia para la decisión del asunto” (considerando 1º)
.

Asimismo, agregaron los magistrados en su Acordada que: 

“...en el marco de las controversias cuya resolución por esta Corte genere un interés que trascienda al de las partes y se proyecte sobre la comunidad o ciertos sectores o grupos de ella, a fin de resguardar el más amplio debate como garantía esencial del sistema republicano democrático, debe imperar un principio hermenéutico amplio y de apertura frente a instituciones, figuras o metodologías que, por su naturaleza, responden al objetivo de afianzar la justicia entronizado por el Preámbulo de la Constitución Nacional, entendido como valor no sólo individual sino también colectivo”
.
Esta bienvenida innovación por parte del máximo Tribunal de la Nación demuestra que la tendencia en favor de la aceptación de los amicus curiae es firme e inequívoca. La presentación de memoriales en derecho garantiza la participación de la sociedad civil y terceros interesados en ciertas cuestiones de trascendencia pública que se debaten ante los tribunales. Esta participación hace al principio republicano de gobierno consagrado en la Constitución Nacional. La transparencia del debate público y el acercamiento del poder judicial a los ciudadanos contribuyen al fortalecimiento de las instituciones republicanas y a la calidad del sistema democrático.

En virtud de lo expuesto, nos presentamos ante Uds. con el objeto de que se nos permita manifestar nuestra adhesión a los argumentos jurídicos presentados por la Procuración Penitenciaria de la Nación, a los efectos de colaborar con la resolución del presente caso sometido a estudio.

IV. 
Interés de la APP y del CELS en el presente caso.

El CELS es una organización no gubernamental dedicada a la promoción y protección de los derechos humanos en la Argentina. Con este fin, el CELS ha desarrollado una variada y cuantiosa labor desde su fundación en 1979. Es un objetivo central de la organización promover e impulsar la utilización de los tribunales locales para un pleno ejercicio de los derechos fundamentales a través de la aplicación de los estándares internacionales de derechos humanos. Así, entre sus mandatos específicos se encuentra el de contribuir al desarrollo progresivo del derecho internacional de los derechos humanos a través de la utilización de instrumentos judiciales y cuasi-judiciales de derecho interno e internacional.

El derecho internacional de los derechos humanos constituye un recurso esencial e invalorable para fortalecer la protección judicial de las garantías y las libertades en el ámbito interno de los países de la región. La progresiva aplicación del derecho internacional por parte de los tribunales locales, que se va concretando con la incorporación cada vez más sistemática de la letra de los tratados sobre la materia y de las decisiones de los órganos internacionales encargados de aplicarlos, ha demostrado una renovación en el alcance y modo de hacer justicia en nuestro país. Ello ha contribuido a afianzar el Estado de derecho y a colocar a Argentina en un plano de constitucionalidad y reconocimiento internacional de suma trascendencia.

Desde hace ya varios años el CELS trabaja específicamente en la promoción y protección de los derechos de las personas privadas de libertad, analizando los problemas centrales en materia de violaciones de derechos a estas personas, y la situación de vulnerabilidad a la que están expuestas.
La Asociación Pensamiento Penal es una entidad civil, sin fines de lucro, integrada por operadores del sistema penal (jueces, fiscales, defensores, docentes y estudiantes) de todo el país cuyos principales objetivos son la promoción, el respeto y resguardo de los derechos humanos en general y de los incorporados a la Constitución Nacional en su artículo 75 inciso 22. APP trabaja por la defensa, promoción y afianzamiento de los principios estructurales del Estado constitucional de derecho y del derecho internacional de los derechos humanos. 

En igual sentido, la APP es responsable de la edición de la revista electrónica “Pensamiento Penal” (www.pensamientopenal.com.ar), en la cual se publican quincenalmente materiales jurisprudenciales, doctrinarios, informes, etcétera, sobre la situación de los derechos humanos y de las personas privadas de su libertad, y otros temas relacionados íntimamente con el derecho penal en todas sus expresiones. 

Todas estas actividades tienen como objetivo ayudar, desde el espectro que le cabe abarcar, a la información de la población en general y de los profesionales del derecho en particular sobre derechos humanos y derecho penal, constitucional y penitenciario. APP asumió un compromiso, desde su constitución, con la lucha a favor de los principios fundamentales del Estado de Derecho y con el respeto irrestricto de las libertades ciudadanas. 

A partir de las líneas temáticas que ambas organizaciones llevan adelante se ha desarrollado un trabajo constante en relación con la promoción y protección de derechos fundamentales en juego en el presente caso: los derechos humanos de las personas privadas de libertad.

En tanto la esfera de todo accionar estatal se encuentra alcanzada por las normas constitucionales y de derecho internacional de los derechos humanos, nos presentamos ante  usted atento la importancia de la cuestión examinada: los estándares constitucionales y del derecho internacional de los derechos humanos vinculados con la decisión jurisdiccional de suspender la ejecución que concedía la libertad de Claudia Sobrero.
Tal como se expresa en el amicus curiae de la Procuración Penitenciaria de la Nación al que adherimos, en el presente caso se encuentra en juego la libertad de Claudia Sobrero, la que ha sido supeditada a que adquiera firmeza la resolución que la concedió. Ello en virtud de la excepción prevista en el art. 491 del CPPN. 

De la lectura de la resolución bajo estudio surge la importancia de que, al momento de decidir la presente impugnación, la normativa aplicable se analice según ciertos parámetros interpretativos que surgen de principios constitucionales e instrumentos internacionales de derechos humanos.

Así, el principio pro libertatis nos obliga a interpretar el modo de efectivización de los derechos fundamentales, hacia su concepto más amplio, es decir, extensivamente a favor de la libertad. Se trata de  "... un principio interpretativo que integra y complementa el ideal resocializador. A partir de allí, la pena de prisión debe valorarse de esta forma para evitar que el fin constitucional de la ejecución de la pena se vea desvirtuado."
 

Por su parte, cualquier excepción a una regla que estipula un derecho sólo es procedente en la medida que no violenta el principio pro homine, a partir del cual debe interpretarse restrictivamente todo lo límite una libertad. En tal sentido, Mónica Pinto sostiene:

“el principio pro homine es un criterio que informa todo el derecho de los derechos humanos, por el cual se debe acudir (…) a la interpretación más restringida cuando se trata de establecer restricciones permanentes al ejercicio de los derechos o su suspensión extraordinaria. Este principio coincide con el rasgo fundamental del derecho de los derechos humanos, esto es, estar siempre a favor del hombre. (…) Así, en general, los instrumentos internacionales de derechos humanos establecen que ninguna de sus disposiciones autoriza a limitar los derechos protegidos en mayor medida de la prevista, a limitar el goce y ejercicio de cualquier otro derecho o libertad que pueda estar reconocido en otra norma internacional o interna en vigor, ni a excluir o limitar el efecto que puedan producir las normas consuetudinarias en materia de derechos humanos
.”

De acuerdo a nuestro sistema constitucional, la regla debe ser la libertad, y esto se traslada, también, hacia las regulaciones internas en materia procesal penal. Entonces, el efecto suspensivo debe considerarse como una excepción que debe aplicarse de forma armónica con los principios pro homine y pro libertatis, antes expuestos, y, por ende, descartarse en casos como el de Claudia Sobrero, teniendo en cuenta el tiempo que lleva privada de la libertad y la afectación en su salud que esa situación le ha traído aparejada.
La decisión que permitirá resolver esta impugnación debe tomarse teniendo en cuenta los antecedentes del caso. En este proceso, ambas organizaciones ya nos hemos expresado sobre la situación que está padeciendo Claudia, al tener que soportar una pena privativa de la libertad de más de treinta años de duración, situación que resulta equivalente a una pena de por vida. La pena a perpetuidad, por su incompatibilidad con el art. 18 C.N., debe ser asimilada con el tormento psíquico -art. 1 de la Convención contra la Tortura y otros tratos o penas crueles inhumanos o degradantes. Un supuesto de pena en la que no existe expectativa de liberación, la torna contraria a la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanas o Degradantes. 
Entonces, la suspensión de los efectos de la resolución que concede la libertad, hasta que esta adquiera firmeza, no es más que otro obstáculo contrario al principio de humanidad de las penas expresamente consagrado en la Constitución Nacional y el ideal resocializador que informa nuestro sistema.

Es en esta línea que, para no ser reiterativos, adherimos a lo postulado por la Procuración Penitenciaria de la Nación en su presentación, respecto de los argumentos jurídicos y precedentes que deben ser tenidos en cuenta para la resolución del presente caso. 

V. 
Petitorio.

Por los motivos antes expuestos, solicitamos:

1) Se tengan a la Asociación Pensamiento Penal (APP) y al Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS) como Amicus Curiae en esta causa;

2) Se tenga presente la adhesión a la presentación del dictamen jurídico de la Procuración Penitenciaria de la Nación y se la tenga en cuenta al momento de resolver.

Proveer de conformidad que,
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ES DERECHO.-

�CSJN, Acordada 28/04, “Autorizase la intervención de Amigos del Tribunal en todos los procesos judiciales correspondientes a la competencia originaria o apelada en los que se debatan cuestiones de trascendencia colectiva o interés general. Reglamento”, de fecha 20 de julio de 2004.


� CSJN, Acordada 28/04, ut supra.


� CSJN, Acordada 28/04, ut supra.


� MARTÍNEZ, Santiago "La vigencia del in dubio pro libertatis en la ejecución de las penas privativas de libertad: “una consecuencia del régimen progresivo”, Bs. As., agosto 2 de 2006- JA 2006-III, fascículo n.5.


� V. gr., art. 5 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP); art. 29 Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH); art. 5 Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales (PIDESC); art. 1.1 Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; art. 41 Convención sobre los Derechos del Niño.


� Cfr. Pinto, Mónica, Temas de Derechos Humanos, Ed. Del Puerto, 1997, Bs. As.





